Contribución del Ecuador 

Seguimiento a las resoluciones 68/268 y 77/210 de la Asamblea General.
Desarrollo:


El aumento de las ratificaciones, con el consiguiente incremento tanto de los informes de los Estados como de las denuncias individuales, unido al número cada vez mayor de mandatos de los procedimientos especiales y de las invitaciones de los países, han hecho que los Estados  tengan cada vez más procesos y responsabilidades de coordinación con todos los mecanismos internacionales de derechos humanos, incluidos los regionales como el caso de Ecuador  a quienes se les debe presentar informes periódicamente, dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones impuestas por los tratados, y estar al día y hacer el seguimiento de la aplicación de las numerosas recomendaciones formuladas por los mecanismos internacionales. 

La presentación puntual de informes a estos mecanismos, así como el seguimiento efectivo de las recomendaciones, benefician a los Estados. La creación de una capacidad nacional sostenible para esas tareas ha pasado a ser fundamental para asegurar que los informes periódicos de los Estados sean de alta calidad. 

Esto, a su vez, mejorará la calidad sustantiva de la interacción entre cada Estado y los mecanismos internacionales y regionales de derechos humanos, quienes estarán en condiciones de emitir recomendaciones adaptadas y aplicables.  

En el caso de Ecuador la competencia recae sobre el Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos (MMDH) en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, en razón de que al ser una obligación del Estado el seguimiento e implementación de las recomendaciones de derechos humanos requiere que el Poder Ejecutivo tenga la capacidad de coordinación y articulación institucional para que el accionar y normativa nacional estén acorde a estándares internacionales de Derechos Humanos, por otras parte este proceso requiere la participación de organismos sociales y sociedad civil en general y de otros Poderes del estado a fin de transparentar el proceso y tener diferentes enfoques respecto a la situación de Derechos Humanos en el país. Es por esto que desde el Estado se prepara y da seguimiento a las recomendaciones en el marco de establecer acciones desde el Poder Ejecutivo para implementar de manera efectiva estas recomendaciones, mientras que la Defensoría del Pueblo y organismos de la sociedad participan a la par remitiendo sus informes desde su enfoque y percepción del cumplimiento y garantía de derechos lo que permite a los organismos internacionales tener un conocimiento y percepción más clara de la situación del país para emitir recomendaciones específicas enfocadas a garantizar derechos y que permitan al Estado identificar donde se debe establecer acciones.

El Ecuador a través del MMDH, lleva el seguimiento de recomendaciones de 9 órganos de tratado del Sistema Universal de Derechos Humanos, más el seguimiento al Examen Periódico Universal, aproximadamente se tiene de 60 a 90 recomendaciones por órganos y por ciclo lo que representa el seguimiento a aproximadamente 600 recomendaciones por ciclo respecto a derechos humanos solo del Sistema Universal. Lo que conlleva la coordinación con más de 80 instituciones de los diferentes poderes del Estado ecuatoriano.

Por otro lado, se tiene al sistema Interamericano que de igual manera cuenta con un número similar de mecanismos y se maneja a través de informes con formato de indicadores de cumplimiento en materia de derechos humanos que aproximadamente resulta en 600 recomendaciones adicionales por ciclo.

El Ministerio de la Mujer de Derechos Humanos actúa como mecanismo nacional del país y desempeña las funciones en coordinación con los ministerios, los órganos estatales especializados, asamblea y el poder judicial, y también en consulta con las instituciones nacionales de derechos humanos y la sociedad civil.  

En este sentido, en el deber ser del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos en cuanto al sistema de órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos considera de manera positiva que se esté trabajando con la finalidad de que todos cuente con un mismo proceso. Esto facilitaría en gran manera el trabajo de seguimiento y reporte por parte de los países miembros.

Por otro lado, se considera que debería existir una mejor coordinación entre el sistema de órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos y las acciones de los relatores especiales a fin de que el trabajo realizado por estos mecanismos se vea reflejado dentro las recomendaciones realizadas al país y sean parte del seguimiento y reporte de los Estados.

De igual manera, se considera que existe una alta demanda de solicitud de información desde los relatores especiales que en muchas ocasiones coincide con información del Estado remitida en el marco de un Informe Periódico, los relatores deberían tener acceso a esta información y solicitar información adicional o específica adicional que requiera de actualización o profundización ya que esto cuesta al Estado incurrir en reiterar muy repetidamente información sobre un mismo tema. Es por eso que se recomienda que estos procesos cuenten con agenda y procedimientos claros que sean conocidos por lo menos por las instituciones responsables de cada Estado.

Por otro lado, se considera que es necesario que el sistema de órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos cuente con una metodología que permita a los Estados conocer de manera efectiva que recomendaciones han sido debidamente cumplidas y cuáles no. Por qué en la práctica únicamente se da seguimiento a las recomendaciones del ciclo actual pero no se tiene certeza de su cumplimiento efectivo.

Se considera esencial seguir contando con el apoyo técnico y financiero del ACNUDH para que los Estados fortalezcan sus capacidades para el seguimiento, implementación y reporte de recomendaciones emitidas por el sistema de órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, así como de los procedimientos especiales, con el objetivo principal de que el trabajo de todos se vea reflejado en la garantía efectiva de los derechos humanos por parte de los Estados
De otro lado, la Procuraduría General del Estado, a fin de aportar en el fortalecimiento y mejora de funcionamiento eficaz del sistema de órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos, presenta las siguientes sugerencias: 
· Realizar reuniones periódicas con los relatores de seguimiento de los dictámenes, es decir los miembros de los Órganos de Tratados, a fin de que tengan conocimiento de cómo se están cumplimiento los dictámenes y el Estado a su vez podrá tener acceso a retroalimentación. Dado que el procedimiento es únicamente escrito, se podría instrumentar una relación más directa que favorezca a la entrega de información.

· Sobre las comunicaciones individuales también conocidas como denuncias de personas o grupos de personas o en nombre de ellas que denuncian ser víctimas de violaciones del Pacto por parte de un Estado Parte, resulta necesario emitir de lineamientos comunes a los órganos de Tratados que permitan definir y aclarar a todas las personas y a los Estados sobre el trámite de denuncias y peticiones.

· Respecto del artículo 94, numeral 1 que establece: “En cualquier momento después de registrar una comunicación y antes de que se haya llegado a una decisión sobre el fondo, el Comité podrá solicitar al Estado parte interesado que adopte con carácter urgente las medidas provisionales que el Comité considere necesarias para evitar posibles actos que pudieran tener consecuencias irreparables para los derechos invocados por el autor.” Se sugiere determinar un procedimiento que permita conocer cuándo y las circunstancias en las que los órganos de Tratados conceden medidas provisionales.

En atención al artículo 101 numeral 4 del Reglamento del Comité de Derechos Humanos, que determina: “El Comité podrá decidir en casos excepcionales invitar a las partes a que formulen verbalmente observaciones sobre las alegaciones de la otra parte, de conformidad con sus directrices sobre las observaciones orales relativas a las comunicaciones.” Se sugiere desarrollar un procedimiento oral que permita a los Estados facilitar el intercambio y la exposición presencial, de los Estados y de las víctimas, sobre diferentes temáticas y sobre todo de la legislación nacional, a los miembros del Comité.
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